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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de junio de 2019. 

Los apelantes, Rinor Corporation y el Hospital Hermanos 

Meléndez, solicitan que revoquemos la sentencia sumaria dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia. El dictamen apelado se dictó 

el 8 de marzo de 2019 y notificó el 11 de marzo de 2019. 

La apelada, PR Sales and Medical Services Inc., presentó su 

oposición al recurso. 

I 

El 31 de agosto de 2018, la apelada demandó a los apelantes 

por cobro de dinero. La parte demandante alegó que les vendió a los 

apelantes equipo médico y materiales para el tratamiento de la salud 

y los compradores incumplieron con el pago. La apelante presentó 

copias de las facturas con fechas del 18 de febrero de 2015 al 29 de 

octubre de 2016 por las que alegó una deuda de $60,904.40. 

Además, reclamó $3,000.00 de honorarios por temeridad. 
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 El 17 de enero de 2019, la apelada presentó una Solicitud de 

sentencia sumaria e imposición de temeridad. El 18 de enero de 

2019, el TPI notificó a los apelantes que tenían veinte días para 

contestar. 

 El 22 de enero de 2019 se realizó la vista de comparecencia 

inicial. El abogado de la apelada alegó que las facturas evidenciaron 

la entrega de los materiales y la firma de recibido de los apelantes. 

Además, argumentó que su cliente realizó gestiones de cobro desde 

el año 2015 e intentó lograr un acuerdo extrajudicial. El 

representante legal advirtió la importancia de que los apelantes se 

expresaran sobre la moción de sentencia sumaria, antes de realizar 

el descubrimiento de prueba. Por su parte, el abogado de los 

apelantes reconoció que el caso era sencillo y que el descubrimiento 

de prueba estaría limitado a confirmar las facturas y la entrega de 

los materiales. No obstante, alegó que su cliente vendió el negocio y 

eso ocasionó un atraso en la corroboración de las facturas y la 

confirmación de los pagos. Por último, expresó su disponibilidad 

para reunirse con el abogado de la apelada, una vez se confirmara 

la existencia de la deuda, para auscultar un plan de pago. El 

tribunal informó que el descubrimiento de prueba terminaba el 29 

de marzo de 2019 y que el término de los apelantes para contestar 

la moción de sentencia sumaria estaba vigente. Véase, págs. 171-

172 del apéndice. 

La apelada solicitó que se diera por sometida la moción de 

sentencia sumaria sin oposición, porque había vencido el término 

concedido a los apelantes para contestar. 

 El TPI dio por sometida la moción de sentencia sumaria sin 

oposición. Posteriormente y a solicitud de los apelantes, reconsideró 

y autorizó la oposición a la moción de sentencia sumaria 

tardíamente presentada. 
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La oposición a la sentencia sumaria no incluyó evidencia para 

controvertir las facturas presentadas por la apelada para evidenciar 

la existencia de la deuda y su cuantía. Los apelantes reconocieron 

que la apelada les entregó los materiales y que quedaban facturas 

por pagar. No obstante, se limitaron a alegar que la sentencia 

sumaria era prematura, porque existía controversia sobre la suma 

reclamada y el descubrimiento de prueba estaba comenzando. 

 El TPI dictó la sentencia sumaria apelada en la que determinó 

probados los hechos siguientes. Durante el 18 de febrero de 2015 al 

29 de septiembre de 2016, la apelada vendió a los apelantes equipo 

médico y productos médico-quirúrgicos. La apelada entregó todos 

los equipos y materiales ordenados por los apelantes. Las entregas 

estuvieron acompañadas con las facturas en las que se detalló el 

equipo o producto objeto de la entrega, la fecha de entrega y la 

cantidad monetaria que corresponde a cada entrega específica. La 

apelante firmó acuses de recibo, en los que certificó la entrega del 

equipo y su conocimiento sobre los balances pendientes de pago de 

cada factura. Los detalles del contenido de cada una de estas 

facturas constan en la sentencia. Los apelantes admitieron que la 

apelada le suplió los equipos médicos y materiales y la existencia de 

una deuda. Las facturas evidenciaron una deuda de $60,904.40 

vencida, líquida y exigible. 

El foro apelado concluyó que la apelada evidenció una deuda 

de $60,904.40 vencida, liquida y exigible, que no fue controvertida 

por la apelante. 

 Por último, rechazó que la sentencia sumaria sea prematura. 

El TPI señaló que los apelantes no solicitaron una extensión del 

descubrimiento de prueba, ni informaron que estaban pendientes 

de descubrir evidencia de la deuda reclamada. El 8 de marzo de 

2019 dictó sentencia sumaria y ordenó a los apelantes pagar 

solidariamente a la demandante $60,904.40, intereses legales, más 
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$3,000.00 de honorarios por temeridad, y las costas y gastos del 

procedimiento. 

Los apelantes presentaron este recurso en el que hizo el 

señalamiento de error siguiente: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL RESOLVER POR LA VIA SUMARIA EL 

CASO DE AUTOS SIN HABER CULMINADO EL 
DESCUBRIMIENRFO DE PRUEBA Y EXISTIENDO 

CONTROVERSIA SOBRE EL MONTO DE LA DEUDA. 
 

II 

 

La sentencia sumaria provee una solución justa, rápida y 

económica para los litigios civiles en los que no existe una 

controversia genuina sobre los hechos materiales que componen la 

causa de acción. Un hecho es material cuando puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo al derecho sustantivo 

aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). La 

sentencia sumaria procede, si las alegaciones, deposiciones y 

admisiones ofrecidas en unión a las declaraciones juradas y alguna 

otra evidencia, acreditan la inexistencia de una controversia real y 

sustancial respecto a algún hecho esencial y material. Además, es 

necesario que el derecho aplicable justifique dictar sentencia 

sumaria. El remedio provisto en la sentencia sumaria permite 

disponer de asuntos sin necesidad de celebrar un juicio, ya que 

únicamente resta aplicar el derecho a los hechos no controvertidos. 

Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc.; Bohío International Corp., 199 DPR 

664, 676 (2018). 

La parte promovente viene obligada a desglosar los hechos 

sobre los cuales alega que no existe controversia y especificar en 

cada uno, la página o párrafo de la declaración jurada o de la prueba 

admisible en evidencia que lo apoya. Roldán Flores v. M. Cuebas, 

Inc.; Bohío International Corp., supra, pág. 676. 

Por otro lado, la opositora tiene que presentar su oposición 

dentro de los 20 días que recibió la notificación de la moción de 
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sentencia sumaria. La contestación tiene que hacer referencia a los 

párrafos enumerados por la promovente que entiende controvertidos 

y detallar en cada uno, la evidencia admisible que sostiene su 

impugnación. El oponente debe controvertir la prueba presentada 

con evidencia sustancial y no puede descansar solo en alegaciones. 

Las meras afirmaciones no bastan. La regla general es que una 

solicitud de sentencia sumaria puede derrotarse con 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que controviertan 

los hechos presentados por el promovente. El oponente que no 

controvierte los hechos propuestos de la forma que exige la Regla 

36.3 (b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, se arriesga a que el 

tribunal los considere admitidos y dicte sentencia sumaria en su 

contra, si procede. Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc.; Bohío 

International Corp., supra, págs. 676-677. 

 El Tribunal de Apelaciones debe: 1) examinar de novo el 

expediente y aplicar los criterios que la Regla 36, supra, y la 

jurisprudencia exigen cumplir al foro primario, 2) revisar que tanto 

la moción de sentencia sumaria como su oposición cumplan con los 

requisitos de forma codificados en la Regla 36, supra, 3) revisar si 

realmente existen hechos materiales en controversia 4) de existir 

hechos materiales controvertidos, debe exponer concretamente 

cuales son los que están en controversia y los incontrovertidos, y 5) 

de encontrar que los hechos materiales realmente están 

incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el derecho a la controversia. 

Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc.; Bohío International Corp., supra, 

pág. 679. 

III 

 

La parte apelante alega que el TPI erró al dictar sentencia 

sumaria, sin finalizar el descubrimiento de prueba y, a pesar de que 

existía controversia sobre el monto de la deuda. 
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El error señalado no fue cometido. La parte apelada probó que 

no existe controversia sobre los hechos esenciales del caso. PR Sales 

and Medical Services Inc. demostró que vendió a los apelantes 

equipo médico y productos médico-quirúrgicos y que los 

compradores incumplieron con el pago acordado. Los propios 

apelantes admitieron que compraron el equipo médico, que la 

apelada les entregó toda la mercancía y que existía una deuda. 

Los apelantes alegaron que existía controversia sobre la 

cuantía adeudada, pero no presentaron evidencia sustancial para 

controvertir las facturas, mediante las que la apelada evidenció la 

cantidad adeudada. La apelada presentó copia de las facturas 

correspondientes del 18 de febrero de 2015 al 29 de octubre de 

2016, que probaron una deuda de $60,904.40. Estas facturas son 

las siguientes: 

1) Número 150351 del 18 de febrero de 2015 por 
$11,625.00 

2) Número 150415 del 25 de febrero de 2017 por 

$1670.00 
3) Número 150416 del 25 de febrero de 2015 por 

$11,625.00 
4) Número 150514 del 9 de marzo de 2015 por 

$326.80 

5) Número 151951 del 15 de septiembre de 2015 por 
$2,775.00 

6) Número 151952 del 15 de septiembre de 2015 por 
$133.00 

7) Número 151953 del 15 de septiembre de 2015 por 

$66.50 
8) Número 151954 del 15 de septiembre de 2015 por 

$66.50 

9) Número 151955 del 15 de septiembre de 2015 por 
$326.80 

10) Número 151956 del 15 de septiembre de 2015 por 
$1,670.00 

11) Número 151957 del 15 de septiembre de 2015 por 

$395.00 
12) Número 152125 del 7 de octubre de 2015 por 

$1,550.00 
12) Número 152225 del 16 de octubre de 2015 por 

$4,240.00 

13) Número 152231 del 16 de octubre de 2015 por 
$326.80 

14) Número 152345 del 30 de octubre de 2015 por 

$760.00 
15) Número 152346 del 30 de octubre de 2015 por 

$1,670.00 
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16) Número 52347 del 30 de octubre de 2015 por 
$790.00 

17) Número 152348 del 30 de octubre de 2015 por 
$2,650.00 

18) Número 152467 de 15 de noviembre de 2015 por 
$515.00.  

19) Número 152349 del 30 de octubre de 2015 por 

$150.00 
20) Número 152615 del 8 de diciembre de 2015 por 

$1,670.00 

21) Número 152616 del 8 de diciembre de 2015 por 
$133.00 

22) Número 152617 de 8 de diciembre de 2015 por 
$395.00 

23) Número 152618 del 8 de diciembre de 2015 por 

$3,875.00 
24) Número 160023 del 19 de enero de 2016 por 

$1,050.00 
25) Número 160585 del 23 de marzo de 2016 por 

$3,875.00 

26) Número 161772 del 8 de septiembre de 2016 por 
$1,670.00 

27) Número 161773 del 9 de septiembre de 2016 por 

$775.00 
28) Número 161774 del 9 de septiembre de 2016 por 

$395.00 
29) Número 161920 del 29 de septiembre de 2016 por 

$2,000.00 

30) Número 161921 del 29 de septiembre de 2016 por 
$525.00 

31) Número 161922 del 29 de septiembre de 2016 por 

$380.00 
32) Número 161923 del 29 de septiembre de 2016 por 

$830.00 
 

La firma de los apelantes confirma las cantidades escritas en 

las facturas. Los apelantes no presentaron ninguna evidencia para 

refutar el contenido de las facturas. Simplemente alegaron que la 

moción de sentencia sumaria se presentó en una etapa temprana 

del descubrimiento de prueba y todavía no habían podido descubrir 

evidencia sobre la cantidad adeudada. 

Los apelantes, no tienen razón. El descubrimiento de prueba 

no es excusa para incumplir con la Regla 36.3 (b), supra. La moción 

de sentencia sumaria se presentó el 17 de enero de 2019. El TPI les 

dio hasta el 7 de febrero de 2019 para contestarla. El 22 de enero 

de 2019, las partes fueron informadas que el descubrimiento de 

prueba finalizaba el 29 de marzo de 2019 y que el término para 

oponerse a la moción de sentencia sumaria no había terminado. 
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Durante esa vista, el abogado de la apelante reconoció que el 

descubrimiento de prueba estaba limitado a confirmar las facturas 

y la entrega de los materiales. Aunque argumentó que la 

corroboración de las facturas y la confirmación de los pagos se 

atrasó, porque su cliente vendió el negocio, no solicitó prorroga ni 

una extensión al descubrimiento de prueba. Tampoco informó que 

estaba en proceso de descubrir prueba relacionada a la cuantía de 

la deuda y no solicitó prórroga para contestar la moción de sentencia 

sumaria. No es hasta que el TPI dio por sometida la moción de 

sentencia sumaria sin oposición, que comparece y solicita 

reconsideración. La apelante alegó una emergencia de salud de un 

familiar de su abogado, como excusa para su incumplimiento con el 

término de 20 días establecido en la Regla 36.3 (b), supra, para 

oponerse a la moción de sentencia sumaria. La oposición a la moción 

de sentencia sumaria tardíamente presentada es escueta y no 

expresa justa causa para el incumplimiento. Los apelantes no 

controvirtieron el contenido de las facturas y reconocieron que 

tenían una deuda. Se limitaron a alegar que la sentencia sumaria 

era prematura, porque existía controversia sobre la cantidad 

adeudada y el descubrimiento de prueba no había culminado. Por 

el contrario, la apelada probó que no existía controversia sobre el 

incumplimiento de la apelante y la existencia de una deuda vencida, 

líquida y exigible por la cantidad de $60,904.40. Por esa razón, es 

innecesario posponer dictar sentencia sumaria para continuar con 

el descubrimiento de prueba. 

IV 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la sentencia 

sumaria apelada. 
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Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su 

Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


